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Acta No. 237 del 4 de junio de 2009.      

 

Expediente 66001-31-03-003-2009-00033-01

Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que interpuso el Secretario de Planeación del Municipio de Pereira frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en el proceso de tutela que instauró el señor Manuel Tiberio Zuluaga Marín contra del Fondo Nacional de Vivienda –Fonvivienda- y al que fueron vinculados la entidad impugnante y la Coordinadora Regional de la Red de Solidaridad.
ANTECEDENTES

En el escrito con el que se promovió la acción y en aquel por medio del cual se corrigió, expresó el demandante que cuenta con setenta y siete años de edad; se encuentra inscrito como desplazado desde el año 2005; recibió $1.500.000 para establecer un negocio; ha solicitado auxilio de vivienda, pero se siente desorientado porque le informaron que en el mes de enero le entregarían un formulario que aún no recibe.

Inicialmente citó como lesionados sus derechos a la vivienda y alimentación, transporte, recreación y salud; solicitó se protegieran los que le otorga la Ley 387 de 1997 y se estudie la posibilidad de darle prelación en los programas de vivienda y respuesta efectiva por parte de Acción Social y Comfamiliares. 

Al corregir la petición, para lo cual fue requerido por el juzgado, expresó que dirige la demanda contra Fonvivienda, entidad encargada de otorgar los subsidios para vivienda de interés social.

ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante auto del 16 de febrero último se admitió la solicitud, providencia que se ordenó notificar a la Coordinadora Regional de la Red de Solidaridad, al Fondo Nacional de Vivienda y al Secretario de Planeación.
La representante del Fondo Nacional de Vivienda, por medio de apoderado, al ejercer su derecho de defensa, dijo que el demandante no se ha postulado a ninguna de las convocatorias dirigidas a la población desplazada ni a las realizadas en las demás bolsas dispuestas por la ley para obtener un subsidio familiar de vivienda. Explicó el procedimiento para otorgarlo; afirmó que la última convocatoria estuvo abierta entre el 8 de junio y el 13 de julio de 2007 y que quienes no acudieron, deben estar atentos a la próxima, que será divulgada ampliamente. Solicita se niegue la tutela porque no han incurrido en acción u omisión que la justifique y porque el accionante podrá presentarse a las futuras invitaciones que realice el Fondo.
El Secretario de Planeación Municipal expresó que ante esa entidad el demandante no ha elevado ninguna solicitud, razón por la cual considera incomprensible el motivo por el que se le vincula como parte demandada.  Dijo además que en su dependencia se diseñó un plan de construcción de vivienda que será ejecutado por particulares para ser puestas en venta y que en relación con la participación del sector público, una vez el municipio cuente con recursos para construirlas, serán entregados para favorecer a la población más necesitada por conducto de la Secretaría de Gestión Inmobiliaria Municipal de Pereira.
También se pronunció la Subdirectora de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional.  Indicó que han prestado ayuda humanitaria de emergencia al accionante y además le entregaron la suma de $1.500.000 dentro del componente de emprendimiento y que no le han lesionado ningún derecho. Finalmente  afirmó que esa dependencia no es la competente para administrar los recursos con destino a vivienda y solicita se declare improcedente la tutela que en su contra se formuló.
La instancia culminó con sentencia proferida el 3 de marzo de 2009 en la que se concedió el amparo solicitado y se ordenó a las entidades accionadas brindar asesoría y acompañamiento en la asistencia que el Estado debe otorgar al accionante, “especialmente con el concurso de Fonvivienda y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo con sus competencias”, sobre todo cuando vayan a otorgarse auxilios para vivienda, “para que tenga acceso a un formulario que es en últimas lo que pretende el accionante”.

El funcionario de primera instancia comenzó por referirse a los derechos de los desplazados de acuerdo con la normatividad vigente y la doctrina constitucional; luego expresó que aunque se le han otorgado al demandante algunos beneficios “no se le ha tenido en cuenta para entregarle el formulario, como lo ha manifestado él mismo” e imparte la orden contenida en el fallo de acuerdo con la sentencia C-278 de 2007.

Inconforme con la decisión, impugnó el Secretario de Planeación Municipal para que se revoque porque el actor dirigió la acción contra Fonvivienda y sin un verdadero fundamento se vinculó al proceso la entidad que representa; que se brindó protección al citado señor para amparar un derecho que no han vulnerado; no se analizaron sus argumentos, expuestos al pronunciarse en relación con la acción propuesta y que la sentencia es incongruente porque en la parte motiva se menciona a las demás entidades demandadas como aquellas que deben cumplir el fallo, pero en la parte resolutiva se le impone a esa secretaría una obligación que no le corresponde asumir.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

De acuerdo con esa definición, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

Ese medio excepcional de protección constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales de manera tal que se garantice su ejercicio; la efectividad de la acción reside en la posibilidad para el juez de impartir una orden a la autoridad o al particular responsable del agravio, para obtener la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Pero para que la tutela proceda, debe acreditar el afectado que resultó lesionado en sus derechos fundamentales por la acción o la omisión de la autoridad pública o del particular. 

Sobre la legitimación en la causa en procesos de tutela dijo la Corte Constitucional
:

“La Corte ha explicado que la legitimación en la causa presenta dos facetas: “De un lado se encuentra la “legitimación por pasiva”, que, como presupuesto procesal de la acción de tutela, exige que la persona contra quien se incoa sea la autoridad o el particular que efectivamente vulneró o amenaza vulnerar el derecho fundamental; a contrario sensu, la acción no resulta procedente si quien desconoció o amenaza desconocer el derecho no es el demandado, sino otra persona o autoridad.”
 De otro lado, la “legitimación por activa” significa que “el derecho para cuya protección se interpone la acción sea un derecho fundamental propio del demandante y no de otra persona.”

Como lo alega el impugnante, el actor, en el escrito por medio del cual  corrigió  la  solicitud,  señaló  al  Fondo Nacional de Vivienda como la entidad contra la cual dirigía sus pretensiones. Sin embargo, el juzgado ordenó vincular a la “Coordinación Red de Solidaridad Regional” y a la Secretaría de Planeación Municipal, respecto de las cuales ningún hecho se narró del que pudiera inferirse que han lesionado derechos fundamentales.

Si como se ha indicado, la legitimación por  pasiva en la acción de tutela hace referencia a la aptitud legal de la persona contra quien se dirige la acción de ser efectivamente la llamada a responder por la vulneración o amenaza del derecho fundamental, en este caso concreto carecen de ella las entidades referidas, que se insiste, no han incurrido en acción u omisión que cause agravio al actor.
A pesar de ser éste sujeto de especial protección y de la informalidad que caracteriza la tutela, sin lesionar las garantías procesales de quien es demandado, el juez no puede otorgar el amparo imponiendo una orden a funcionario o entidad que no es el responsable de la lesión y por ende, carece de legitimación por pasiva.
Así lo decidió la Corte en la sentencia atrás transcrita:

“En la presente oportunidad, la Sala estima que esta demanda de tutela, en cuanto se dirige contra la dirección ejecutiva de la administración judicial, incumple el requisito de “legitimación en la causa por pasiva”, toda vez que el demandante no explica ni prueba en forma alguna que dicha entidad, su director o alguno de sus subalternos hayan sido quienes efectivamente vulneraron su derecho fundamental al debido proceso, cuya protección depreca. En tal virtud, respecto de la dirección ejecutiva de la administración judicial la presente acción de tutela resulta improcedente por falta de legitimación en la causa por pasiva…”

En conclusión, como frente a la Secretaría de Planeación Municipal y la “Coordinación Red de Solidaridad Regional” no procedía el amparo reclamado, se revocará la sentencia de primera instancia que no se ocupó de analizar esa ausencia de legitimación que ambas alegaron al ejercer su derecho de defensa.
De otro lado, la acción tampoco estaba llamada a prosperar frente al Fondo Nacional de Vivienda –Fonvivienda-.  

En efecto, el demandante solicita amparo con el fin de obtener subsidio para vivienda, al que considera tener derecho en su calidad de desplazado.

Está demostrado, con las manifestaciones del mismo señor, en declaración que rindió en el curso del proceso y con los argumentos que expuso la subdirectora de Atención a la Población Desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, que aquel ha recibido ayuda humanitaria en dinero efectivo para atender algunos gastos personales y además $1.5000.000 dentro del componente de emprendimiento.
Lo que no se acreditó es que hubiese dirigido solicitud formal al Fondo Nacional de Vivienda para lograr se le otorgara el subsidio que reclama por medio de esta acción; ni que allí se le hubiese negado la entrega de algún formulario para comenzar las diligencias del caso con el fin de obtenerlo.  La respectiva solicitud la remitió a la Dra. María Consuelo Montoya Puerta, Coordinadora de la Red de Solidaridad en esta ciudad, mediante escrito del pasado 8 de febrero, el que se respondió al día siguiente, informándole que no se postuló para la convocatoria de vivienda dirigida a población desplazada en el año 2007; que no se han realizado otras y le recomiendan informarse con la Unidad de Atención  y Orientación (U.A.O) acerca de las futuras postulaciones para que realice la inscripción correspondiente. (folios  4 y 5, cuaderno No. 1).
Así las cosas el amparo reclamado ha debido ser negado porque el demandante no ha acudido ante la entidad frente a la que dirigió la acción con el fin de obtener el subsidio para vivienda que reclama por este medio excepcional de protección. Pero además, desde el año 2007 no se han realizado convocatorias para que los interesados en obtener subsidios puedan postularse, motivo de más para concluir que la tutela no ha debido ser concedida.

Para la Sala no tienen acogida los argumentos que consigna la sentencia objeto de revisión que además de conceder el amparo frente a entidades que no estaban legitimadas en la causa para responder, se fundamentó en la sentencia C-278 de 2007, por medio de la cual declaró la Corte Constitucional inexequible las expresiones “máximo” y “excepcionalmente por otros tres (3) más” contenidos en el parágrafo del artículo 15 de la Ley 387 de 1997, con fundamento en que de persistir el estado de vulnerabilidad de algún desplazado debía seguir brindándosele ayuda humanitaria de emergencia hasta que la situación fuera superada, toda vez que dichas consideraciones no guardan relación directa con el asunto sometido a consideración del juez constitucional, ya que lo que pretende el accionante no es esa clase de ayuda sino un subsidio para vivienda. 
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1°.- REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del circuito de Pereira, el pasado 3 de marzo, en el proceso de tutela instaurado por Manuel Tiberio Zuluaga Marín contra el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda-, la Coordinadora Regional de la Red de Solidaridad y  el Secretario de Planeación Municipal.  En consecuencia, SE NIEGA el amparo solicitado.

2. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          

GONZALO FLÓREZ MORENO        
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Sentencia T-1015 de 2007, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra


� Sentencia T-1191 de 2004, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Ibidem
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